
 

**********(1). 

VS. 

SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEL ESTADO 

DE BAJA CALIFORNIA. 

 

EXPEDIENTE 18/2021 S.E. 

 

Mexicali, Baja California, a nueve de septiembre de 

dos mil veintidós. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara el 

sobreseimiento del juicio de conformidad con lo dispuesto en 

los artículo 40, fracción VI, de la Ley del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa del Estado de Baja California, en razón 

de que no se configuró la negativa ficta impugnada. 

 

GLOSARIO: Se invocan autoridades y normas 

conforme a las siguientes denominaciones:  

 

Ley del Tribunal 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa del Estado de Baja 

California publicada el siete de agosto 

de dos mil diecisiete en el Periódico 

Oficial del Estado de Baja California, 

vigente al inicio del presente juicio y 

aplicable de conformidad con el 

artículo tercero transitorio de la Ley 

del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California 

publicada el dieciocho de junio de dos 

mil veintiuno en el Periódico Oficial 

del Estado de Baja California. 

Tribunal 
Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California. 

Ley de Responsabilidad 

Patrimonial 

Ley de Responsabilidad Patrimonial 

para el Estado y Municipios de Baja 

California. 

ISEP 

Instituto de Servicios Educativos y 

Pedagógicos del Estado de Baja 

California. 

Código Civil Adjetivo 
Código de Procedimientos Civiles para 

el Estado de Baja California. 

Sala Especializada 

Sala Especializada en materia de 

Responsabilidades Administrativas y 

Combate a la Corrupción. 

Enseguida se procede a emitir sentencia en el juicio, 

y  

 

R E S U L T A N D O: 

 



 

I.- Que el quince de enero de dos mil veintiuno la 

parte actora interpuso ante la Primera Sala de este Tribunal,  

demanda de nulidad, señalando como resolución impugnada 

la negativa ficta recaída al escrito de reclamación de 

indemnización por responsabilidad patrimonial de veinte de 

septiembre de dos mil diecinueve, dirigida al Secretario de 

Educación y Bienestar Social y Director General del Instituto 

de Servicios Pedagógicos del Estado de Baja California, 

radicándose bajo número de expediente  . 

 

II.- Que en proveído de dieciocho de enero de dos 

mil veintiuno la Primera Sala de este órgano jurisdiccional 

ordenó remitir a esta Sala Especializada los autos del presente 

juicio, en cumplimiento al acuerdo de Pleno de veintidós de 

octubre de dos mil diecinueve. 

 

III.- Que el cinco de marzo de dos mil veintiuno la 

Actuaria de la Primera Sala de este Tribunal remitió a esta 

Sala Especializada los autos del juicio contencioso 

administrativo **********(2) del índice de la indicada Sala. 

 

IV.- Que en auto de diez de marzo de dos mil 

veintiuno se tuvieron por recibidos los autos del presente 

juicio por parte de esta Sala Especializada, radicándose bajo 

número de expediente 18/2021 S.E.; asimismo, se admitió la 

demanda, teniéndose como autoridad demandada a la 

Secretaría de Educación de Baja California, quien al contestar 

la demanda hizo valer causales de improcedencia y 

sobreseimiento.  

 

V.- Que mediante proveído de diez de mayo de dos 

mil veintiuno se concedió a la actora plazo para ampliar la 

demanda, mismo que se tuvo por precluído en acuerdo de 

veinticuatro de junio del mismo año. 

 

VI.- Que el quince de febrero de dos mil veintidós 

se citó a las partes para oír sentencia de primera instancia, 

quedando cerrada la instrucción del presente juicio, por lo que 

se está en condiciones de resolver la controversia planteada 

en el juicio; y 

 

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Especializada 

es competente para resolver el presente juicio, con 

fundamento en el artículo 55, Apartado A, primer párrafo, de 



 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja 

California, y artículos 1, 4, fracción III, 6, 21 y 23, fracción II, 

inciso b, de la Ley del Tribunal, en relación con el artículo 

tercero transitorio de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California publicada el dieciocho de 

junio de dos mil veintiuno en el Periódico Oficial del Estado de 

Baja California, tomando en consideración que la resolución 

impugnada emana de una autoridad de la administración 

pública estatal y es de las que se dictan en materia 

administrativa que niegan la indemnización reclamada en 

términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial. 

 

SEGUNDO. Causales de improcedencia. Por ser 

una cuestión de orden público y de estudio preferente, se 

procede a analizar las causales de improcedencia que hizo 

valer la autoridad demandada en su escrito de contestación 

de demanda. 

 

La autoridad demandada al contestar la demanda 

manifestó que en el presente asunto se actualizan las causales 

de improcedencia y sobreseimiento previstas en el artículo 40, 

fracción IV y VI, y 41, fracción II, de la Ley del Tribunal, 

atinente a que no se configuró la negativa ficta impugnada, 

toda vez que el veintinueve de octubre de dos mil diecinueve 

se notificó a la actora el oficio **********(3), por el cual se 

dio respuesta al escrito presentado por la demandante el 

veinte de septiembre de dos mil diecinueve, cuya negativa 

ficta combate en el presente juicio.  

 

Es fundada la causal de improcedencia y 

sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada, 

referente a que no se configuró la negativa ficta impugnada, 

en atención a las consideraciones que se exponen a 

continuación. 

 

La parte actora impugnó en el presente juicio la 

resolución negativa ficta recaída al escrito de reclamación de 

indemnización por responsabilidad patrimonial de veinte de 

septiembre de dos mil diecinueve, presentado ante la 

Secretaría de Educación y Bienestar Social (Ahora Secretaría 

de Educación de Baja California) e Instituto de Servicios 

Educativos y Pedagógicos de Baja California. 

 

En el escrito inicial de demanda, la actora 

manifestó que la autoridad ha sido omisa en emitir resolución 

expresa alguna respecto su escrito de reclamación presentado 



 

el veinte de septiembre de dos mil diecinueve (foja 5 de 

autos). 

 

Al contestar la demanda, la autoridad demandada 

manifestó que era falso que omitió pronunciarse respecto al 

escrito presentado por la actora, dado que el veintinueve de 

octubre de dos mil diecinueve se notificó de manera personal 

en el domicilio procesal de la demandante, por conducto de su 

autorizada **********(1), el oficio **********(3) suscrito 

por el Director de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de 

Educación y Bienestar Social y del ISEP, por el cual se dio 

formal respuesta al escrito presentado por la accionante. 

 

Para acreditar lo anterior, la autoridad demandada 

exhibió copia certificada del indicado oficio **********(3), en 

el cual consta firma de recibido con fecha de veintinueve de 

octubre de dos mil diecinueve, copia certificada de la 

credencial de elector de **********(1), así como escrito 

original signado por la actora -presentado ante la autoridad el 

veintidós de enero de dos mil veinte- en el que reconoció que 

le fue notificado el citado oficio el veintinueve de octubre de 

dos mil diecinueve. 

 

Problema jurídico a resolver.  

 

Precisado lo anterior, se advierte que el problema 

jurídico a resolver consiste en determinar si se configuró la 

negativa ficta respecto del escrito de reclamación de 

indemnización por responsabilidad patrimonial presentado por 

la actora el veinte de septiembre de dos mil diecinueve ante la 

autoridad demandada, al haberse notificado previamente a la 

presentación de su demanda de nulidad una resolución 

expresa  recaída a dicha solicitud. 

 

Criterio. 

 

Como se adelantó, no se configuró la negativa ficta 

respecto al escrito de indemnización por responsabilidad 

patrimonial presentado por la actora el veinte de septiembre 

de dos mil diecinueve ante la autoridad demandada y, por 

tanto, el juicio es improcedente.  

 

Lo anterior, al haberse emitido y notificado -previo 

a la promoción del presente juicio-  una resolución expresa 

recaída al al referido escrito de reclamación presentado por la 

actora el veinte de septiembre de dos mil diecinueve ante la 

demandada. 



 

 

Justificación. 

 

La negativa ficta es una institución de derecho 

administrativo y consiste en una ficción jurídica creada por el 

legislador por virtud de la cual, cuando una petición o 

instancia instaurada por un particular no es resuelta por la 

autoridad administrativa en el plazo en que legalmente debía 

hacerlo, se entiende resuelta en sentido negativo. 

 

Su objeto es evitar que el peticionario se vea 

afectado en su esfera jurídica ante el silencio de la autoridad 

que legalmente debe emitir la resolución correspondiente, 

rompiéndose la situación de indefinición derivada de la 

abstención, pudiendo en consecuencia interponer los medios 

de defensa previstos por la ley, como lo es el juicio 

contencioso ante este Tribunal. 

 

Para que se configure una resolución negativa ficta 

deben concurrir los siguientes elementos:  

 

a) Una petición;  

 

b) El silencio de la autoridad, y;  

 

c) El transcurso del plazo legal para que el 

particular pueda entender negado lo solicitado. 

 

En relación a los dos últimos elementos en 

mención, el artículo 45, cuarto párrafo, de la Ley del Tribunal 

dispone que en los casos de negativa ficta, el interesado 

podrá interponer la demanda de nulidad en cualquier tiempo 

mientras no se dicte resolución expresa, y siempre que 

haya transcurrido el término en que la autoridad debió dictar 

resolución; asimismo, que a falta de término establecido, el 

silencio de las autoridades administrativas se considerará 

resolución negativa cuando transcurran sesenta días 

naturales.  

 

Asimismo, al resolver la contradicción de tesis 

169/2006-SS, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 

164/2006, de subsecuente inserción, la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que 

mientras no se notifique al particular la resolución expresa 

recaída a su petición, este puede presentar demanda de 

nulidad en contra de la resolución negativa ficta en cualquier 

tiempo posterior a su configuración.  



 

 

NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU 
CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO 

POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE 
NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA 
(LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE 

NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte 
que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los 

derechos del administrado para demandar la nulidad de la 
denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después 
de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar 

la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho 
precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para 

impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado 
lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los 

principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina 
han precisado para que se materialice o configure la institución 
de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los 

particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la 
Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la 

materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La 
posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a 
la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del 

deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El 
derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta 

en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto 
en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto 
expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en 

términos de ley. 
 
Registro digital: 173736; Instancia: Segunda Sala; Novena Época; Materias(s): 

Administrativa; Tesis: 2a./J. 164/2006; Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Diciembre de 2006, página 204; Tipo: 
Jurisprudencia. 

 

En ese sentido, si la autoridad da respuesta expresa 

a la solicitud formulada por el particular y notifica dicha 

resolución previo a la presentación de la demanda en que se 

impugne una negativa ficta respecto dicha solicitud, no se 

configura una resolución negativa ficta, al no existir el silencio 

de la autoridad, elemento necesario para que se materialice 

dicha institución jurídica. 

 

Resultan ilustrativas a lo antes expuesto, las tesis 

emitidas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal 

Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 

Primer Circuito, de rubros y textos siguientes: 

 

NEGATIVA FICTA EN EL RECURSO DE REVOCACIÓN. DE 

CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 131 DEL CÓDIGO 

FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PUEDE SER IMPUGNADA 

SIEMPRE Y CUANDO NO SE HAYA NOTIFICADO LA 

RESOLUCIÓN EXPRESA. El artículo 131 del Código Fiscal de la 

Federación establece que la autoridad debe dictar y notificar la 

resolución al recurso de revocación en un término que no exceda 

de tres meses, contados a partir de la fecha de su interposición y 

que el silencio de la autoridad significará que se ha confirmado el 



 

acto impugnado, pudiendo el recurrente esperar la resolución 

expresa o impugnar en cualquier tiempo la presunta 

confirmación del acto impugnado. De lo anterior se infiere que si 

bien una vez transcurrido el plazo de tres meses el recurrente 

puede impugnar la presunta confirmación del acto, ello debe ser 

antes de que se le notifique la resolución expresa, pues, de no 

ser así, se entiende que renunció a la opción de impugnar la 

resolución ficta para controvertir solamente la expresa. 

 

Registro digital: 184617; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena 

Época; Materias(s): Administrativa; Tesis: I.2o.A.32 A; Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVII, Marzo de 2003, página 1749; 

Tipo: Aislada. 

 

NEGATIVA FICTA. NO SE CONFIGURA SI SE NOTIFICA LA 

RESOLUCIÓN EXPRESA ANTES DE LA PRESENTACIÓN DE 

LA DEMANDA DE NULIDAD, CON INDEPENDENCIA DE QUE 

SE EXCEDA EL PLAZO DE TRES MESES PREVISTO EN EL 

ARTÍCULO 37 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. De 

conformidad con el precepto citado, cuando la autoridad fiscal no 

resuelve una instancia o petición dentro del plazo de tres meses, 

el interesado queda facultado para adoptar cualquiera de las 

siguientes posturas: a) esperar que la resolución se emita, o b) 

considerar que la autoridad resolvió negativamente; quedando 

en este último caso, facultado para interponer los medios de 

defensa en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, mientras no 

se pronuncie resolución expresa. Lo anterior significa que la 

oportunidad para impugnar la nulidad de una negativa ficta inicia 

al cumplirse tres meses sin respuesta, pero fenece cuando la 

resolución expresa se notifica, pues debe recordarse que lo que 

la norma pretende es evitar que el contribuyente permanezca en 

estado de incertidumbre. Por tanto, no es posible impugnar la 

nulidad de una negativa ficta antes que transcurra el lapso de 

tres meses sin respuesta, ni tampoco después de que el 

particular sea notificado de la resolución expresa, porque 

entonces queda en aptitud de impugnar la misma directamente, 

atacando sus propios fundamentos y motivos, sin necesidad de 

presumir que se ha resuelto en sentido contrario, por ser 

evidente que, esta última figura sólo opera ante la ausencia de 

resolución, independientemente del tiempo que demore su 

dictado. 

 

Registro digital: 173542; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Novena 

Época; Materias(s): Administrativa; Tesis: XXI.1o.P.A.66 A; Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Enero de 2007, página 2271; 

Tipo: Aislada. 

 

Ahora bien, en el caso concreto, de las constancias 

exhibidas por la autoridad demandada, se advierte que el 

Director de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Educación y 

Bienestar Social y del ISEP, en representación del Director 

General del citado Instituto y del Secretario de Educación y 

Bienestar Social, dio respuesta al escrito de la parte actora 

presentado el veinte de septiembre de dos mil diecinueve, 

mediante oficio **********(3) sin fecha.  

 



 

En dicho oficio, el referido Director de Asuntos 

Jurídicos -en relación al escrito de reclamación de 

indemnización por responsabilidad patrimonial presentado por 

la parte actora- señaló que la Secretaría de Educación y 

Bienestar Social no cuenta con atribuciones para sustanciar el 

procedimiento que se solicitó, de conformidad con la 

normatividad indicada en el oficio, de ahí que se encontraba 

jurídicamente impedido para sustanciar y resolver el 

procedimiento peticionado. 

 

Para mayor claridad se reproduce el oficio 

**********(3) (visible a foja 477 de autos): 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Del documento reproducido, se advierte que 

contiene firma de recibido de fecha veintinueve de octubre de 

dos mil diecinueve, cuyos rasgos coinciden con la firma 

contenida en la copia certificada de la credencial de elector de 

**********(2) 

**********(1) 

**********(1) 

**********(1) 

**********(1) 

**********(1) 

**********(4) 

**********(4) 



 

**********(1), expedida por el Instituto Nacional Electoral 

(visible a foja 478 de autos). 

 

Persona que la accionante, en su escrito de 

reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial 

presentado el veinte de septiembre de dos mil diecinueve ante 

la autoridad demandada (visible a fojas 28 a 59 de autos), 

autorizó para oír y recibir notificaciones en términos del 

artículo 19, fracción II, de la Ley de Responsabilidad 

Patrimonial para el Estado y Municipios de Baja California. 

 

Además, la autoridad demandada exhibió escrito 

original signado por la demandante con sello de recibido de 

veintidós de enero de dos mil veinte de la Dirección de 

Asuntos Jurídicos del ISEP, en el que manifestó que el referido 

oficio le fue notificado el veintinueve de octubre de dos mil 

diecinueve, tal como se advierte de la siguiente reproducción 

(foja 479 de autos):  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Documentales que no fueron objetadas por la parte 

actora y que adminiculadas entre sí, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 285, fracciones III y IV, 322, 

fracción V, 323, 330, 405 y 408 del Código Civil Adjetivo, 

**********(2) 

**********(4) 

**********(1) 

**********(3) 

**********(4) 



 

tienen alcance demostrativo pleno para acreditar que el 

veintinueve de octubre de dos mil diecinueve la parte 

actora fue notificada del oficio **********(3), por el 

cual la autoridad demandada resolvió la solicitud de 

reclamación planteada por la demandante el veinte de 

septiembre de dos mil diecinueve, en el sentido de que 

dicha autoridad era incompetente para sustanciar el 

procedimiento de reclamación de indemnización por 

responsabilidad patrimonial del Estado.  

 

Por lo tanto, si la parte actora presentó su 

demanda el quince de enero de dos mil veintiuno, es decir, en 

fecha posterior a cuando se le notificó la resolución expresa 

recaída a su escrito de reclamación presentado el veinte de 

septiembre de dos mil diecinueve (veintinueve de octubre de 

dos mil diecinueve), es claro que no se configura la 

negativa ficta respecto a dicho escrito de reclamación, 

ante la falta del silencio administrativo en sentido 

negativo respecto la petición de la actora. 

 

En las relatadas condiciones, al haberse notificado 

una resolución expresa recaída a la solicitud de la actora 

presentada el veinte de septiembre de dos mil diecinueve 

previo a la promoción de la demanda de nulidad, no existe un 

acto administrativo que combatir en el presente juicio al no 

configurarse la negativa ficta impugnada, por lo que se 

actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 40, 

fracción VI, del ordenamiento legal en cita, siendo procedente 

el sobreseimiento en el juicio, en términos de lo dispuesto por 

el artículo 41, fracción II, de la ley que rige a este Tribunal. 

 

Los artículos aludidos a la letra establecen: 

 

“ARTÍCULO 40.- El juicio ante el Tribunal Estatal de Justicia 
Administrativa, es improcedente contra actos o resoluciones: 

 
(…) 

 
VI.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente, 
que no existe la resolución o acto impugnado; 

 
(…)” 

 
“ARTÍCULO 41.- Procede el sobreseimiento del juicio: 
 

(…) 
 

II.- Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de 
las causales de improcedencia a que se refiere el Artículo 
anterior; 

 
(…)” 



 

 

En ese sentido, al no configurarse la negativa ficta 

impugnada conforme a lo expuesto en el presente fallo, con 

fundamento en los artículos 40, fracción IV, y 41, fracción II, 

de la Ley del Tribunal, se decreta el sobreseimiento del 

juicio. 

 

Por lo antes expuesto y fundado, con fundamento en 

el artículo 82 de la Ley del Tribunal, se… 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO.- Es fundada la causal de improcedencia y 

sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada, en 

consecuencia;  

 

SEGUNDO.- Se sobresee en el juicio. 

 

Notifíquese por Boletín Jurisdiccional a las 

partes. 

 

Así lo resolvió la licenciada Leticia Castro Figueroa, Primer 

Secretaria de Acuerdos de la Sala Especializada en materia de 

Responsabilidades Administrativas y Combate a la Corrupción 

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, quien actúa en funciones de Magistrada por 

ministerio de ley, según designación hecha mediante acuerdo 

de Pleno de este órgano jurisdiccional de fecha treinta y uno 

de agosto de dos mil veintidós, en términos de lo dispuesto 

por los artículos 12 y 21, fracción XII, de la Ley del Tribunal 

Estatal de Justicia Administrativa de Baja California publicada 

el dieciocho de junio de dos mil veintiuno en el Periódico 

Oficial del Estado de Baja California, y firmó ante la presencia 

del Secretario de Acuerdos, licenciado Luis Javier González 

Moreno, quien da fe. 

 
 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

  

“1.- ELIMINADO: Nombre, en 1 renglón, en fojas 1, 4, 8 y 9. 

Fundamento legal: artículos 116 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4 fracción XII, 

80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el 

presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, 

de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 
 

“2.- ELIMINADO: Número de expediente, en 1 renglón, en 

fojas 2, 8 y 9. Fundamento legal: artículos 116 de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4 fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el 

presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, 

de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 
 

“3.- ELIMINADO: Número de oficio, en 1 renglón, en fojas 3, 4, 

7, 8, 9 y 10. Fundamento legal: artículos 116 de la Ley General 

de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4 fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el 

presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, 

de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 
 



 

 

  “4.- ELIMINADO: Firma autógrafa, en 1 renglón, en fojas 8 y 9. 

Fundamento legal: artículos 116 de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4 fracción XII, 

80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Baja California. La clasificación de la 

información como confidencial se realiza en virtud de que el 

presente documento contiene datos personales y/o datos 

personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física 

identificada e identificable, por lo que no puede difundirse, 

publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, 

de conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, 

consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y 

responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.” 
 



 

LA SUSCRITA LICENCIADA DANIELA ONTIVEROS 

RAMÍREZ, SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA SALA 

ESPECIALIZADA EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN DEL 

TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ----------------------- 
QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD 

CORRESPONDE A UNA VERSIÓN PÚBLICA DE LA 

SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR LA LICENCIADA 
LETICIA CASTRO FIGUEROA, PRIMER SECRETARIA DE 

ACUERDOS DE LA SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y COMBATE A 
LA CORRUPCIÓN DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, QUIEN EN LA 

FECHA EN QUE EMITIÓ LA SENTENCIA ACTUÓ EN 
FUNCIONES DE MAGISTRADA POR MINISTERIO DE LEY, 

SEGÚN DESIGNACIÓN HECHA MEDIANTE ACUERDO DE 

PLENO DE ESTE ÓRGANO JURISDICCIONAL DE FECHA 
TREINTA Y UNO DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIDÓS, 

EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 

12 Y 21, FRACCIÓN XII, DE LA LEY DEL TRIBUNAL 
ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA PUBLICADA EL DIECIOCHO DE JUNIO DE 

DOS MIL VEINTIUNO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL 
ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, RELATIVA A LA 

SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA DENTRO DEL JUICIO 

18/2021 SE, EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE 
SE HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE 

RESERVADOS O CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL 

ESPACIO CORRESPONDIENTE MEDIANTE LA 
UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERSICOS; VERSIÓN PÚBLICA 

QUE VA EN ONCE (11) FOJAS ÚTILES. --------------------- 

LO ANTERIOR CON APOYO DE LOS ARTÍCULOS 80, 83, 
FRRACCIÓN VI, INCISO B, DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

PÚBLICA PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. LO 
QUE SE HACE CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A 

QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE MEXICALI, BAJA 

CALIFORNIA, A DIEZ DE ABRIL DE DOS MIL 

VEINTITRÉS. DOY FE. ---------------------------------------- 

 

 
 

 

 
 

 
 

 

 

 


